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INTRODUCCIÓN
LA UTOPÍA NEOLIBERAL Y LA NUEVA CUESTIÓN SOCIAL


CARLOS BARBA,
GERARDO ORDÓÑEZ
Y YASODHARA SILVA


1. MÁS ALLÁ DE LA UTOPÍA NEOLIBERAL


El análisis de “la cuestión social” busca profundizar en las problemáticas de reproducción de las sociedades contemporáneas porque, como señala Barba (capítulo 1), dicha cuestión surge precisamente de la constatación, tanto en el ámbito intelectual como en el político, de crisis de época que generan un riesgo de fractura de la cohesión social y también de la convicción de que, mediante la aplicación de nuevas ideas y el desarrollo de nuevas políticas e instituciones sociales, es posible encontrar alternativas para integrar franjas de la población en las que se concentran los riesgos sociales y que aparecen como potencialmente disruptivas del orden social.1


Esta temática es nuevamente central porque desde finales del siglo XX, impulsada por una poderosa coalición transnacional que llegó a ser hegemónica, en el contexto del paso de la sociedad industrial a la economía posfordista global, una creencia ha recorrido el mundo ganando adeptos en distintos gobiernos: el mercado y los individuos, no el Estado ni las distintas formas de solidaridad colectiva o los intereses sociales organizados en un contexto democrático, deben considerarse las fuerzas fundamentales para forjar a la sociedad del siglo XXI.


El tránsito de la sociedad industrial a la economía de los servicios, cuyo momento emblemático fue la crisis económica de los años setenta y ochenta, puso un punto final a la “edad de oro del capitalismo”, caracterizada por la capacidad de la economía industrial para incorporar a grandes cantidades de trabajadores descalificados, y dejó en entredicho la capacidad del estado de bienestar para garantizar su acceso a la seguridad social.


La fe en el mercado es sin duda el eje de las ideas conservadoras que se articularon en el neoliberalismo,2 una corriente ideológica enmarcada en la acelerada globalización de la economía, que anunciaba un futuro ineludible para todos los países: la reorganización del bienestar social alrededor del mercado, acompañado por políticas asistenciales a cargo del Estado y de programas de inversión en capital humano (Hayek, 1979; Friedman, 1980; Becker, 1964).


El neoliberalismo considera que el bienestar es producto de la distribución natural (y por ello legítima) de inteligencia, talento y creatividad entre los individuos, que se traduce en un potencial variable para competir en el mercado. Este enfoque concibe las desigualdades sociales como algo natural, definido por la competencia, no por el intercambio, y considera que corresponde al mercado determinar quiénes son los mejores y premiar a los más valiosos (Reygadas, 2004: 7; Mora, 2005: 11-12).


Hayeck (1958-1948) y Friedman (1982-1962), dos de los fundadores de esta corriente, defendían un individualismo mercantil3 y justificaban la desigualdad como algo inmanente al funcionamiento del mercado, resultado de la óptima asignación de recursos. Sin embargo, aunque Friedman (1982-1962) reconoce la necesidad de crear condiciones para la igualdad de oportunidades y por ello está a favor de un impuesto negativo a la renta (transferencias monetarias), que favorezca a los más pobres, se opone tanto a la igualdad de resultados como a la igualdad material, porque sostiene que ambas limitan la libertad económica, sin la que, en su concepto, no podría haber libertad política alguna.


Por ello, esta perspectiva, que es muy crítica del Estado, lo es aún más del Estado de bienestar; siguiendo al liberalismo clásico restringe el papel del Estado a sólo dos tareas fundamentales: crear mercados y garantizar su funcionamiento.4 Algunas de sus ideas fuerza son: que el mercado se autorregula y que tiende siempre al equilibrio, que tiene un potencial extraordinario para impulsar la innovación tecnológica y el crecimiento de la economía, y también para hacer frente a problemas sociales como la pobreza o la exclusión social.


Este supuesto descansa en la convicción de que tanto los individuos creativos y productivos, enmarcados en relaciones mercantiles, como las empresas innovadoras que participan en la economía global y los capitales movilizados libremente, sin regulaciones estatales, bastan para cimentar una nueva era de progreso social, en la que no deberían faltar oportunidades para ningún individuo decidido a participar en el mercado.


Para esta utopía neoliberal el Estado, además de replegarse y ajustarse al viejo ideal decimonónico de garantizar las relaciones mercantiles e impulsar políticas sociales dirigidas a mercantilizar la fuerza de trabajo, debe invertir en la formación de capital humano para desarrollar individuos activos y capaces de aprovechar las oportunidades de ingreso y empleo5 (Becker, 1964), cuya generación corresponde a la dinámica económica de una sociedad que privilegia el conocimiento y la innovación tecnológica, impulsada por el libre juego del mercado.6


En el ideario político neoliberal la democracia debe concentrarse únicamente en ratificar periódicamente el buen funcionamiento del mercado, el cumplimiento de las nuevas tareas mínimas asignadas al Estado y el mantenimiento de la cohesión social mediante una amplia inclusión de la población en el mercado. Sin embargo, aunque la perspectiva liberal puesta en práctica durante los años ochenta por los gobiernos de Ronald Reagan en Estados Unidos y de Margaret Thatcher7 en el Reino Unido tuvo éxito en esos dos países, aunque de manera limitada,8 sólo caló parcialmente en el resto de Europa (Pierson, 1994). Como señala Moreno (2012), en las democracias industriales europeas el neoliberalismo fue resistido en el ámbito de las ideas y también en términos prácticos, porque el modelo social europeo, articulado en torno a los valores de igualdad, redistribución y eficiencia productiva, y ligado a la organización institucional del bienestar y a la promoción de ciudadanía social, contaba aún con el respaldo de la mayoría de la población (Moreno, 2012: 127-128).


En el ámbito de las ideas podemos destacar la emergencia de posturas críticas, ejemplificadas por los trabajos de autores como Fitussi (1997), Castel (2010), Rosanvallon (2012), Stiglitz (2013) y Piketty (2014), cuyo foco de atención ha sido el repunte de la desigualdad social, la crisis de la sociedad salarial, el desempleo, la precarización y la polarización laboral en esas sociedades, como producto de la globalización y del predominio del capital financiero. Sin embargo, Moreno (2012) subraya que, entre 1976 y 2007, en la Unión Europea (UE) se vivió una “edad de plata” del Welfare9 porque, a pesar de ajustes persistentes, reducciones del gasto social y freno a las políticas del bienestar en la Unión Europea (UE), se mantuvo una “encomiable resiliencia”10 de las instituciones y políticas del Welfare State. Moreno destaca que a pesar de que la influencia creciente de los mercados limitó la soberanía de los Estados de bienestar, durante esta etapa el gasto social no retrocedió en ninguno de los sistemas de protección más maduros e incluso aumentó en algunos países de desarrollo tardío como España (Moreno, 2012: 21-22).


Sin embargo, el momento actual es muy distinto al del auge del neoliberalismo y también al de la resiliencia europea del Welfare State como resultado de la crisis social, derivada de la crisis financiera y económica iniciada en 2008, que en el contexto de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) ha implicado entre otras cosas reconsiderar la importancia de la regulación estatal en todos los mercados y buscar un crecimiento económico sustentable, así como nuevas fuentes de crecimiento con innovaciones amigables con el medio ambiente.11 Las otras dos áreas prioritarias definidas por la OCDE están relacionadas con la crisis social y son: mejorar la calificación del trabajo para incrementar su productividad y lograr una mayor satisfacción laboral y promover un crecimiento incluyente. Estas prioridades reflejan necesidades que deben ser satisfechas, como la crisis de empleo que afecta sobre todo a los jóvenes, la insuficiente formación de capital humano para mejorar sus posibilidades de empleo y la crisis financiera de los sistemas de salud (OCDE, 2011: 14-28).


La información generada por la OCDE (2013) muestra que los requerimientos en materia de protección no se han reducido, ya que en 2013 en los países que integraban esa organización el número de personas en el desempleo había aumentado en 16 millones entre 2007 y 2013, y en ese mismo año los desempleados de larga duración sumaban 16.5 millones de personas mientras que varios millones más atravesaban por dificultades financieras (OCDE, 2013: 11). El informe señala también que en el conjunto de la OCDE la confianza de la gente en las instituciones se había reducido, pues sólo 40 % de los ciudadanos confiaba en sus gobiernos nacionales y en los países donde la crisis había sido más profunda dicha confianza había caído dramáticamente12 (OCDE, 2013: 12). Así, en la lectura de la OCDE los costos sociales de la crisis económica de 2007 y 2008 no sólo se expresaron en términos de desempleo, incremento de la desigualdad y empobrecimiento, sino también en una pérdida neta de cohesión social.


Esta pérdida de cohesión social se mantenía aún en 2018, ya que de acuerdo con la OCDE (2019a) en ese año la mayoría de las personas de los países que integran esa organización pensaban que no recibían una proporción justa de los beneficios públicos considerando los impuestos y contribuciones sociales que pagaban.13 Esta percepción se produjo en un contexto en el que las tasas de desempleo se encontraban ya en niveles cercanos a los de la etapa de gran recesión (2008-2009),14 pero los niveles de desigualdad en el ingreso continuaban siendo muy altos.15


Esta pérdida de confianza se engendró también a pesar de que la mayoría de los países miembros de la OCDE, con excepción de Hungría e Irlanda, incrementaron en alguna medida su aportación al gasto público social (sin incluir los presupuestos educativos) entre 2007 y 2016 (véase el cuadro 1).16 Aun con las tendencias positivas en el comportamiento del gasto social, las presiones del entorno económico y político, nacional e internacional, han obligado a los países a tomar medidas para hacerles frente. Los resultados de estos procesos han sido diversos, pero puede establecerse que existe una correlación positiva entre la madurez y el arraigo de los respectivos sistemas de protección social, y la fortaleza de los estados para mitigar el impacto de las reformas regresivas que se intentan imponer en cada lugar.


CUADRO 1. GASTO PÚBLICO SOCIAL COMO PORCENTAJE DEL PIB EN PAÍSES MIEMBROS DE LA OCDE, 2007-2016
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NOTA: el gasto social no incluye los gastos educativos en las estadísticas de la OCDE, los cuales se contabilizan por separado.


FUENTE: OCDE (2019b).


En el caso de los países europeos, el Estado de bienestar no desapareció, como muchas veces se pronosticó en el pasado, pero se discute si el Estado que queda en pie será más grande o más pequeño que en etapas pasadas y si es posible que se hubiera transformado en algo diferente a lo que solía ser. Adelantado y Calderón (2005) señalaban, a raíz del comportamiento observado en los presupuestos europeos en la etapa posterior a 1995, que las presiones contra el Estado de bienestar “se han traducido en una reducción relativa del esfuerzo dedicado a gasto público y a gasto social”, y advertían que esa “reducción relativa del tamaño de los estados de bienestar se ha desarrollado mediante una dinámica general que tiende hacia la convergencia. Los países que destinaban más recursos a gasto público y a gastos en protección social, son los que más lo han contenido y en los que más ha aumentado la desigualdad de ingresos y el riesgo de pobreza. Por el contrario, los países que menos recursos destinaban son los que más han extendido el gasto y en los que más se ha reducido la desigualdad y el riesgo de pobreza” (Adelantado y Calderón, 2005). Aun con todo ello, Moreno (2012) advierte que la última crisis abrió una nueva etapa en la historia del Estado de bienestar: “Después de la debacle financiera iniciada en 2007, la cuestión a ponderar es si la presente Edad de Bronce del welfare (2008-¿?) podrá mantener los rasgos constitutivos del bienestar social consolidados durante la segunda mitad del siglo XX” (Moreno, 2012: 10).


Se puede afirmar que después de casi cuarenta años a escala nacional y de la Unión Europea el imperio de las ideas neoliberales ha sido ampliamente resistido o desafiado, pero a escala global casi al finalizar el segundo decenio del siglo XXI ha quedado demostrado que el neoliberalismo ha generado una poderosa tendencia a la concentración del ingreso, la riqueza y el patrimonio y de los recursos políticos a escala global, que erosiona la cohesión social, socava a las instituciones democráticas, genera y potencia conflictos distributivos y frena el crecimiento económico para favorecer a una pequeña capa de la sociedad (Piketty, 2014).


Recientemente, Piketty (2014), a partir de una perspectiva de larga duración17 y de la observación de numerosos casos,18 ha cuestionado radicalmente la mirada optimista de Kuznets (1955), quien19 sostenía que, aunque en las primeras etapas de despliegue del capitalismo el ingreso se concentra y la distribución del mismo empeora, durante fases más avanzadas de desarrollo esta distribución tiende a ser igualitaria. Piketty basa su análisis en una nueva visión de los mecanismos que generan la desigualdad, que ubica como problema central el bajo crecimiento económico, combinado con un alto rendimiento del capital,20 también considera que la pretensión de reducción automática de la desigualdad en fases avanzadas del desarrollo capitalista es errónea, por dos razones: el sustento empírico de la hipótesis de Kuznets está limitado a lo ocurrido en Estados Unidos entre 1913 y 1948 y no considera el impacto de dos shocks exógenos que tuvieron tremendas consecuencias en la economía capitalista: la Gran Depresión de 1929 y la segunda guerra mundial, que favorecieron la aparición del Estado de bienestar y el surgimiento de una “clase media patrimonial”.21


En este sentido, Piketty señala que los alcances de los cambios institucionales del capitalismo industrial, producto de ambos shocks, empezaron a revertirse en el decenio de 1970, cuando se agotó la economía industrial fordista y fue sustituida por una economía global de servicios o sociedad postindustrial, en la que la desigualdad empezó a repuntar en los países ricos, producto de los ingresos desorbitados de la alta gerencia (9 % superior) y de las ganancias ligadas al capital financiero y patrimonial (1 % superior), hasta alcanzar en la actualidad un nivel semejante al que prevalecía en el segundo decenio del siglo pasado (Piketty, 2014).


Por ello, no sorprende que a escala global la impronta del proyecto neoliberal sea de claroscuros: durante los últimos decenios se han generado nuevas tecnologías que son notables, al igual que extraordinarios avances productivos. Sin embargo, también bajo el paraguas del neoliberalismo se han tolerado desigualdades insólitas, no se ha avanzado significativamente en la eliminación de la pobreza y persisten niveles inaceptables de indigencia. De igual forma, la ausencia de regulaciones ecológicas decididas ha impulsado tendencias potencialmente catastróficas, ocasionadas por el cambio climático.


Esta mezcla ha beneficiado a individuos y empresas globales capaces de capturar estados y democracias, ha incrementado las desigualdades y ha empobrecido en muchos países a segmentos enormes de la población, ha minado las instituciones y derechos sociales desarrollados después de la segunda guerra mundial y ha debilitado los lazos sociales. En este contexto, la innovación no se ha traducido en un crecimiento económico estable ni en progreso social, las crisis económicas son recurrentes y los contratos sociales son cuestionados permanentemente (véase capítulo 1 de este libro, de Carlos Barba).


Adicionalmente, como afirma Esping-Andersen (2001), los modelos de bienestar de los países desarrollados enfrentan una profunda crisis que no depende en lo fundamental de las ideas neoliberales sino de tres impactos exógenos simultáneos, vinculados al surgimiento de la sociedad postindustrial global: la internacionalización económica que tiene tres dimensiones, la globalización financiera,22 la movilidad del capital,23 el comercio internacional y, sobre todo, el cambio tecnológico;24 el segundo impacto proviene del envejecimiento de la población y el descenso de la fecundidad;25 y el tercero, el de las nuevas condiciones económicas de la mujer que hacen incompatibles las labores de cuidado y las labores productivas (Esping-Andersen, 2001: 202-205).


Todo ello configura una estructura de riesgos “postindustrial”: los trabajadores de baja calificación y una alta proporción de las mujeres y los jóvenes obtienen empleos de baja calidad que no les aseguran su bienestar; la inestabilidad familiar acentúa la posibilidad de que los niños caigan en la pobreza, especialmente en hogares jóvenes. Paralelamente los hogares monoparentales y la mayor esperanza de vida contribuyen a una gran demanda de servicios sociales y de cuidado en un contexto donde las políticas de servicios de cuidado no se han desarrollado. El gran problema, señala Esping-Andersen, es que a excepción de los países escandinavos observamos no sólo una creciente discrepancia entre la estructura emergente de riesgos y las propuestas neoliberales, sino respecto a la actual organización de los estados de bienestar (Esping-Andersen, 2001: 205-207).


Por ello, a escala global la agenda social está cambiando, lo que se expresa, por ejemplo, en la trasformación en la perspectiva normativa de la ONU, que pasó de los Objetivos de Desarrollo del Milenio26 (ONU, 2000), cuyo eje era la reducción de la pobreza,27 a los Objetivos de Desarrollo Sostenible, que incluyen temáticas relacionadas no sólo con la pobreza, sino con distintas formas de desigualdad, cambio climático, innovación, consumo sostenible y paz y justicia, etcétera28 (ONU, 2015).


Este nuevo contexto ha generado la necesidad de redefinir las prioridades y objetivos de las políticas sociales, de tal suerte que, como señala Moreno (2012), tras la crisis de 2008 el tema central de la nueva cuestión social es si el Welfare State europeo podrá mantener sus rasgos constitutivos, consolidados durante la segunda mitad del siglo XX, particularmente ante la emergencia de nuevos riesgos sociales29 y el continuo cerco ideológico neoliberal que busca su desaparición.


Sin embargo, el tipo de reformas que siguen a los procesos de crisis depende de tres elementos: de la presencia de actores colectivos que impulsen cambios o se resistan a ellos, de una intensa competencia ideológica acerca de lo que debe considerarse una “buena sociedad” y de fuertes condicionamientos históricos generados por las inercias históricas institucionales o path dependence, desarrolladas durante las trayectorias históricas de distintos regímenes de bienestar, que favorecen a unos actores sobre otros y limitan el arsenal de propuestas que pueden aplicarse (Esping-Andersen, 2002; Pierson y Skocpol, 2008).


2. LA CUESTIÓN SOCIAL EN AMÉRICA LATINA


A pesar de todo lo que hemos discutido hasta este momento, si en Europa el neoliberalismo fue contestado desde etapas muy tempranas, en América Latina no ocurrió lo mismo. El auge de esta corriente se produjo en el contexto de las fuertes crisis económicas de los años setenta y ochenta, primero en el Cono Sur, luego en el resto de la región, que pusieron fin a la tentativa de industrialización vía sustitución de importaciones (ISI).30 En términos ideológicos, en nuestra región el fundamentalismo de mercado sintetizado en 1989 en el Consenso de Washington (CW), suscrito por el Banco Mundial (BM), el Fondo Monetario Internacional (FMI), el Departamento del Tesoro de Estados Unidos, y los bancos acreedores de la deuda externa latinoamericana, se volvió un referente obligado para numerosos gobiernos, asumido plenamente por las élites liberales de América Latina.


A lo largo de los decenios de 1980 y 1990, América Latina y otras regiones del mundo que buscaban insertarse en los procesos de globalización e integración económica tuvieron que asumir el despliegue de una agenda gradual de cambios centrados en reducir la participación pública en todos los ámbitos del desarrollo y en propiciar la apertura al comercio e inversión internacionales. La adopción de este programa implicó, además de severos ajustes a las finanzas públicas, la privatización de empresas gubernamentales, la liberalización de precios y del tipo de cambio, la reducción o eliminación de aranceles y de barreras a la inversión extranjera, la desregulación económica y la adecuación del marco normativo e institucional para la protección de los derechos de propiedad (Barba, Ordóñez y Valencia, 2009).


El despliegue de la agenda neoliberal, durante los años ochenta, puede calificarse como paradójico: en términos de crecimiento económico esos años fueron “una década perdida”; desde una perspectiva estatal se significaron por la erosión de la capacidad fiscal pública, como producto de la crisis de la deuda, que redujo la autonomía de los estados latinoamericanos frente a sus acreedores y a las instituciones financieras internacionales; en el ámbito de las políticas públicas, las respuestas gubernamentales a la crisis se concentraron en el despliegue de una agenda de estabilización de carácter conservador (Thorp, 1998).


Sin embargo, en la arena política ese decenio destaca por el retorno de la democracia en varios países, acompañado por el ascenso de conflictos sociales y demandas distributivas, generadas por las grandes deudas de bienestar agudizadas por el estancamiento económico31 (Sojo, 2011: 13-14). Ése fue el preludio del decenio de 1990, durante el cual América Latina sufrió una profunda transformación socioeconómica, impulsada por dos tipos de reformas: severos procesos de ajuste liberal y el despliegue gradual de una agenda social del mismo corte,32 pero en la cual una característica muy destacable fue la prevalencia de una gran inestabilidad política, en el nuevo contexto democrático, que impidió que numerosos gobiernos pudieran concluir sus mandatos.33


El desenlace de las políticas derivadas del Consenso de Washington en América Latina fue el paulatino –y en algunos casos drástico– desmantelamiento de las instituciones del Estado, especialmente de las concernientes a la política social. Se puede afirmar, en una aproximación muy general, que la implementación del programa neoconservador en los países en desarrollo no ha demostrado la eficacia prometida como alternativa de crecimiento; desde el punto de vista social, los impactos negativos han sido contundentes, expresándose en mayor pobreza, desigualdad y exclusión (Barba, Ordóñez y Valencia, 2009; Schierup, 2001).


Así, al finalizar el siglo XX, en América Latina se había consumado sólo parcialmente la transición de una etapa caracterizada por un Estado intervencionista, que impulsaba el desarrollo de sociedades industriales, centradas en el mercado interno, a otra en la que el objetivo central es la construcción de economías de mercado, desreguladas y abiertas. De igual forma, se había producido un reemplazo también parcial de un paradigma de bienestar que tenía como eje el crecimiento del empleo formal y el acceso a la seguridad social de los trabajadores, por otro que proponía como centro de la acción pública el combate de la pobreza, políticas sociales focalizadas y la descentralización y mercantilización de los servicios sociales (Barba, 2010: 36-38).


Como señala Carmen Midaglia (2013), factores políticos o político institucionales, como el legado histórico de las instituciones de bienestar en cada país, el peso político de sus clientelas o de las coaliciones políticas que no compartían una perspectiva liberal, así como el crecimiento de la izquierda, contribuyeron a obstaculizar que la agenda del Consenso de Washington fuera seguida de manera radical en varios países de Latinoamérica. En su concepto la variabilidad está fuertemente relacionada con la heterogeneidad del desarrollo de la protección ciudadana, la expansión del salariado y los grados de consolidación de los servicios sociales en cada país (Midaglia, 2013: 9).


Desde los años ochenta, pero sobre todo durante los primeros decenios del siglo actual, las reformas neoliberales que buscaban reorientar tanto a los sistemas de protección social, como a las políticas y los programas sociales, siguiendo un paradigma centrado en el tema de la reducción de la pobreza, empezaron a ser contrapunteadas en numerosos países por una nueva oleada de reformas, cuyo eje ha sido en mayor o menor medida la reducción de las desigualdades sociales y en ella han predominado visiones cercanas al universalismo, la construcción de derechos y de ciudadanía social (Barba, 2018 y 2019).


Efectivamente, desde los primeros años de siglo XXI ocurrieron cambios políticos significativos en América Latina que contribuyeron a replantear el papel del Estado en su acción intervencionista. Con la llegada al poder de fuerzas políticas de izquierda o progresistas a gran parte del continente (Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Ecuador, El Salvador, Nicaragua, Paraguay, Uruguay y Venezuela), en lo que se conoció como el “giro a la izquierda”, se generalizó una postura crítica en las formas de gobierno, fundamentada en la conservación y fortalecimiento del régimen democrático; en los esfuerzos de conciliar lo anterior con las herencias neoliberales que constriñen la movilidad política, y en el contenido de proyectos políticos post-Consenso de Washington34 (Stoessel, 2014: 4). En la práctica, esto se tradujo en la recuperación de las capacidades estatales para iniciar, desde allí, las agendas de cambio político, la redistribución de la riqueza y la inclusión social. Así fue como se logró un impacto significativo en la reducción de la desigualdad social y, particularmente, en la disminución de los niveles de pobreza. En 2014 la pobreza promedio descendió a 28 % de la población latinoamericana, cuando quince años atrás se ubicaba en 43.8 % (CEPAL, 2014; Midaglia, Ordóñez y Valencia, 2018).


El desafío de los nuevos gobiernos de centro y centro-izquierda fue llevar a cabo estos ajustes paralelamente con la tarea de incorporar y, en algunos casos, mantener a sus países en la arena financiera internacional y activos en la dinámica del mercado (Stoessel, 2014). Destaca en el panorama regional que la mayoría de países de América del Sur ya mostraban cierto crecimiento económico en tendencia sostenida hasta 2013, aunque con algunas disparidades y arritmias; mientras que Argentina, Paraguay y Uruguay se recuperaban de la profunda crisis económico-financiera en la que se encontraban, México se mantuvo en un estancamiento económico y social con el guion de la política señalada por el Consenso de Washington (Midaglia, Ordóñez y Valencia, 2018).


Sea cual fuere la especificidad de las políticas sociales de cada país, en el último quinquenio la región ha experimentado un proceso de desaceleración económica, agravada por la contracción en el comercio de materias primas y la disminución de la inversión extranjera, así como el advenimiento de cambios climáticos que redujeron la competitividad regional en términos de producción y comercio (Midaglia, Ordóñez y Valencia, 2018). Ello no ha estado exento de drásticos giros políticos suscitados con mecanismos democráticos, los cuales han posicionado en el poder a cierta tendencia conservadora que rememora los fundamentos neoliberales en materia económica y social. Tal es el caso del triunfo electoral en Argentina de Mauricio Macri, de centro-derecha, y la llegada al poder de Michel Temer en Brasil mediante el recurso de impeachment, y con el cual se destituyó a Dilma Roussef, finalizando un periodo de gobierno del Partido de los Trabajadores que había durado cerca de trece años (Barba, 2018), cuya tendencia se ha agudizado con el triunfo del ultraderechista Jair Bolsonaro en enero de 2019.


Al igual que en el caso de las respuestas europeas al paradigma neoliberal o la nueva agenda del desarrollo sustentable de la ONU, este conjunto antitético de reformas en América Latina responde a cambios en las conceptualizaciones teóricas y políticas acerca de las responsabilidades sociales que corresponden al Estado. Tanto en Europa como en América Latina, las coyunturas críticas tanto en el campo de la economía como en el del manejo de los riesgos sociales son cruciales en los procesos de transformación de los sistemas de bienestar porque exigen una revisión o una reafirmación de las poderosas inercias institucionales acumuladas a lo largo de sus trayectorias históricas, denominadas path dependence.35


En términos teóricos, en América Latina destaca la ampliación del debate acerca de los regímenes de bienestar regionales y una crítica creciente a la agenda de reforma social liberal, acompañada de una mayor heterodoxia e innovación en el ámbito de las políticas sociales.36 A partir de dichos debates puede afirmarse que para definir las estrategias para enfrentar crisis económicas y sociales que ponen en riesgo la cohesión social son fundamentales los paradigmas de bienestar, las coaliciones sociales y los arreglos institucionales y de política social que son considerados mecanismos alternativos para superar las crisis (Barba, 2007). En un escenario económico caracterizado en México y América Latina por el desgaste de las formas de inserción de algunos países en la economía global, el objetivo central de este libro es precisamente dar cuenta de las transformaciones experimentadas por la cuestión social, en distintas escalas, durante los dos primeros decenios del siglo XX y discutir cómo podría abordarse desde una perspectiva progresista dicha cuestión.


Nos interesa de manera especial determinar si las nuevas formas de construir la cuestión social han logrado trascender la visión social del neoliberalismo y reflexionar, en el contexto de un renovado avance de gobiernos autoritarios o neoliberales en varios países de la región, sobre la posibilidad de que se pueda generar una regresión en la manera de concebir la cuestión social y dar marcha atrás a los avances logrados.


Este libro forma parte del programa de investigación y proyecto editorial de la Serie La cuestión social que publica Siglo XXI Editores México. En esta ocasión, las instituciones organizadoras de la colección invitamos, a través de una convocatoria internacional, al taller que denominamos “La cuestión social en el siglo XXI”, que tuvo lugar en la Universidad de Guadalajara en septiembre de 2018. Para participar en este taller seleccionamos once de los mejores trabajos que se postularon, los cuales fueron propuestos por investigadores(as) jóvenes de diversas partes del mundo, y de manera complementaria invitamos a un selecto grupo de especialistas de reconocida trayectoria internacional que ofrecieron conferencias magistrales en torno a la misma temática. Finalmente, tras una rigurosa selección y elaboración de dictámenes de cada capítulo, se logró completar un documento que integra trece capítulos, que además de discutir la problemática de la reproducción e integración de las sociedades contemporáneas en el contexto de las actuales transformaciones sociales, económicas, políticas y ambientales, reflexionan en torno al papel redistributivo y democratizador de los estados sociales, en especial en los países con alta desigualdad y pobreza, en el contexto de la “cuestión social” contemporánea y en el marco de los Objetivos del Desarrollo Sostenible (ODS) (ONU, 2015), particularmente en lo referente a la erradicación de la pobreza extrema y la reducción de la pobreza en todas sus dimensiones (ODS 1.1 y 1.2), la protección social para todos (ODS 1.3), la reducción de las desigualdades sociales (ODS 10), el crecimiento de los ingresos del 40 % más pobre de la población (ODS 10.1), la igualdad de oportunidades (ODS 10.3), la eliminación de la discriminación contra las mujeres (ODS 5.1), el empleo pleno y productivo y el trabajo decente para todas las mujeres y los hombres, incluidos los jóvenes y las personas con discapacidad, así como la igualdad de remuneración por trabajo de igual valor (ODS 8.5).


3. ORGANIZACIÓN DEL LIBRO


El libro se divide en tres grandes secciones. La primera presenta cuatro “Miradas teóricas y analíticas de largo alcance”, a cargo de Carlos Barba, Robert Boyer, Alicia Ziccardi y Fernando Cortés. La segunda intitulada “Retos para la protección social en América Latina y México” presenta cinco capítulos elaborados por César Augusto Ricardi Morgavi, Yasodhara Silva Medina, Gabriela Canedo Vásquez, Yedith B. Guillén-Fernández y Rosa Estela Torres Briseño. La tercera se titula “Desigualdad, crecimiento, conflictos socioambientales y justicia distributiva en México” e incluye cuatro trabajos realizados por Máximo Ernesto Jaramillo; Ana Heatley Tejada y Alejandro Martínez Fierros; Andrés Blancas Neria y Rodrigo Aliphat; y Darcy Tetreault. Es preciso mencionar que los trece capítulos que contiene esta obra ofrecen perspectivas y unidades de análisis territoriales diversas, lo que permite observar problemáticas contemporáneas de la cuestión social desde un enfoque multidisciplinario y a escalas regionales, nacionales y locales.


Así, en el capítulo primero, “La cuestión social en América Latina en los regímenes de bienestar del siglo XXI: reformas universalistas e inercias y contraofensivas neoliberales”, de Carlos Barba, se analizan dos ciclos de reformas sociales realizadas en América Latina en contextos críticos, durante los últimos tres decenios, en los que la cuestión social ha sido abordada de manera opuesta, primero con el predomino de una visión neoliberal y después con una etapa de despliegue paulatino de una visión universalista en el ámbito del bienestar. Se busca comprender su naturaleza tomando en consideración las respuestas teóricas y prácticas al conjunto de riesgos sociales que las sociedades latinoamericanas enfrentan, desarrolladas en el interior de distintos tipos de regímenes de bienestar por distintas coaliciones sociales. Algo fundamental para este enfoque es no perder de vista que estas respuestas dependen en primer lugar de conceptualizaciones teóricas e ideológicas porque éstas actúan como poderosos motores para impulsar la formación de las coaliciones reformadoras, como inspiradoras de nuevas políticas sociales y como orientaciones para las instituciones de protección social.


Robert Boyer, en el capítulo segundo, “La cuestión social en el siglo XXI. Nueve tesis desde la teoría de la regulación”, discute en qué condiciones podría realizarse una evolución progresista de la cuestión social en un escenario caracterizado por el declive de las protecciones sociales ligadas al empleo, por el dominio gradual de las finanzas sobre la organización de las empresas y la conducción de la política económica. El texto aborda, a partir de la teoría de la regulación, la cuestión de cómo trascender el determinismo económico37 y potenciar las demandas de los ciudadanos con procesos democráticos en un mundo global, y establece una serie de retos que no implican lo mismo para todos los países y no son alcanzables por todos ellos, pero son fundamentales para desarrollar una utopía realista, a saber: que los gobiernos nacionales sean capaces de retomar el control de los flujos de capital, que los procesos democráticos se reafirmen para facilitar el surgimiento de nuevos regímenes socioeconómicos y, por último, que se realice una democratización de las empresas.


En el tercer capítulo, “La cuestión urbana, la gobernanza local y el derecho a la ciudad”, Alicia Ziccardi, con base en la constatación de las profundas transformaciones sufridas en el contexto de políticas neoliberales por las relaciones entre ciudad, economía y política caracterizadas por el debilitamiento del Estado y la centralidad del mercado, realiza un breve recuento de los rasgos de la “cuestión urbana”, noción acuñada por Manuel Castells (1976) en su famoso y pionero libro escrito hace casi cincuenta años. Posteriormente analiza cuáles son los principales actores y procesos urbanos que definen la cuestión urbana en la actualidad, considerando tres ejes de análisis: a] la desigualdad territorial de la nueva arquitectura espacial; b] la segregación residencial como factor de exclusión social y c] los patrones de gobernanza local asociativo (neoliberal) y colaborativo (ciudadano) que coexisten conflictivamente en las ciudades. La autora subraya que tanto la cuestión social actual como la cuestión urbana, que se expresa en las ciudades del siglo XXI y en las de América Latina donde los espacios fragmentados, divididos o segmentados, se han intensificado, están signadas por las condiciones de precariedad laboral y debilitamiento del Estado de bienestar, así como por la persistencia e incremento de la pobreza urbana y las marcadas inequidades territoriales que amplifican las desigualdades estructurales.


Fernando Cortés, en el cuarto capítulo, “Acerca de la desigualdad en la distribución del ingreso en América Latina”, parte de la observación empírica de que América Latina es la región del mundo con las mayores desigualdades en el reparto del ingreso entre sus habitantes, y realiza un rastreo histórico-conceptual sobre las formas como se ha entendido el papel de la desigualdad en la distribución del ingreso por la economía ortodoxa y por el pensamiento económico y social latinoamericano desarrollado por la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL). El autor examina también la forma en que ambas corrientes han incorporado la relación desigualdad-poder. Finalmente, presenta una síntesis de los “acuerdos” a que han llegado las dos vertientes de pensamiento tratadas en el cuerpo del texto y muestra que a pesar de coincidir en el diagnóstico ambas visiones difieren diametralmente en las estrategias que proponen para abatir la desigualdad en la distribución del ingreso en América Latina.


La segunda sección inicia con el capítulo quinto, “Avances, desafíos y alternativas del Estado social frente a la cuestión social del siglo XXI en América Latina”, de César Augusto Ricardi Morgavi, en el cual analiza la heterogeneidad de los regímenes de bienestar en América Latina desde una perspectiva histórica, que le permite observar de forma comparada sus trayectorias y resultados frente a problemas centrales como la pobreza e indigencia, en donde la población infantil se muestra especialmente afectada, en algunos países de la región más que otros, así como problemáticas asociadas al empleo y el mercado de trabajo. Estas últimas en referencia a la precarización e informalidad de las relaciones laborales que tienen un impacto en la previsión social con una importante brecha de género que pone en una situación de mayor desventaja a las mujeres respecto a los hombres. El autor hace un balance de las medidas de protección no contributivas y los programas de transferencias no condicionadas en la región y propone algunas estrategias diversificadas que podrían contribuir a avanzar a los estados sociales latinoamericanos en sus sistemas de protección social para resolver los problemas abordados en el capítulo.


En el capítulo sexto, “Alcances y limitaciones de los programas sociales para responder a los retos de la nueva cuestión social del siglo XXI”, Yasodhara Silva Medina reflexiona en torno a la lectura sobre la cuestión social y el papel que frente a ella asume el Estado a partir de la configuración de los programas sociales desde una perspectiva general a nivel nacional en México y a escala subnacional en el caso de Jalisco, así como las visiones desde donde están pensados los programas sociales y la manera en que éstos develan los problemas públicos que institucionalmente deciden reconocerse. El texto cuestiona el abordaje de los derechos sociales por separado, la unidimensionalidad del enfoque de oportunidades, la descontextualización de las condiciones acumulativas de carencias sociales, el bajo presupuesto de la política social, así como la resistencia para reconocer y atender viejos y nuevos riesgos sociales asociados a la precariedad laboral que afectan el ejercicio del derecho al trabajo y la seguridad social contemplado como derecho social en la Ley General de Desarrollo Social.


El capítulo séptimo, “Vivir Bien o Sumaq Qamaña en clave de comunidad. Una propuesta de desarrollo. Retos y desafíos en el contexto de las transformaciones actuales. El caso de Bolivia”, de la autoría de Gabriela Canedo, plantea la importancia de la propuesta filosófica y la esencia del “Vivir Bien” como modelo de desarrollo alternativo que surge desde la región de América Latina, concretamente de los países andinos. La autora habla desde la experiencia de Bolivia, a partir del marco normativo que integra el basamento del Vivir Bien en la Constitución Política del Estado y en el Plan Nacional de Desarrollo. Destaca el papel central de la construcción de comunidad y la relación responsable con el medio ambiente como ruta que habilita la posibilidad de futuro compartido y al mismo tiempo hace una revisión crítica de la persistencia del neoextractivismo como una fuente de contradicción aún no resuelta. Encuentra la inclusión social como eje vinculante entre los principios del Vivir Bien y los Objetivos de Desarrollo Sustentable (ODS) para alcanzar la meta de cohesión social. En este capítulo, la autora desarrolla su argumentación alrededor de las aportaciones, retos y desafíos de una alternativa de desarrollo frente al pensamiento económico más dominante a nivel global.


En el capítulo octavo, “¿Es posible erradicar la privación social en la infancia en México hacia el 2030? Un análisis retrospectivo y prospectivo del papel del Estado para el cumplimiento de los derechos sociales”, Yedith B. Guillén-Fernández lleva a cabo un ejercicio estadístico de modelación de escenarios y estimación de probabilidades para responder a la interrogante sobre la posibilidad de erradicar la pobreza multidimensional y privación social de la infancia en México en 2030 y con ello lograr el primero de los objetivos de desarrollo sostenible de las Naciones Unidas: “Erradicar la pobreza en todas sus formas”. Con esta mirada prospectiva, recurre a la literatura existente sobre el régimen de bienestar mexicano para identificar las características de su trayectoria durante los últimos cuatro decenios. La autora también hace un análisis en el que compara indicadores según condición étnica y tipo de áreas (rurales y urbanas), así como entre entidades federativas de la población de 0 a 17 años de edad y en donde el gasto social es la variable que tiene un papel predictivo. Sus hallazgos apuntan una incidencia significativa del nivel de gasto social, siempre y cuando los incrementos sean sustanciales y constantes, con mayor intensidad en los estados de Chiapas, Guerrero y Oaxaca, para garantizar los derechos de la infancia en general y especialmente indígena que muestra brechas importantes de privación.


En el capítulo noveno, “Desigualdades en la provisión social del cuidado en América Latina”, su autora, Rosa Estela Torres Briseño, compara los sistemas de protección social en materia de cuidado en tres regímenes de bienestar latinoamericanos, el régimen universalista en Uruguay, el régimen dual en México y el régimen excluyente en El Salvador. Su aproximación con un enfoque cualitativo por medio de entrevistas en estos tres países a familiares y cuidadores de enfermos crónicos, le permite analizar teórica y empíricamente los diferentes grados de desigualdad en la provisión del cuidado que afecta a quienes lo brindan (cuidadores) y a quienes lo reciben (receptores/dependientes). Su investigación comparada revela aquellos factores que atraviesan las múltiples desigualdades ancladas en el género y sectores sociales con diferentes grados de disponibilidad de recursos y acceso a los servicios de cuidado, cuya respuesta a sus necesidades depende de las configuraciones institucionales y los pactos sociales entre el Estado, el mercado, la familia y la comunidad. En este contexto se discuten los desafíos que guarda la gran heterogeneidad entre países, de acuerdo con la trayectoria histórica de sus regímenes de bienestar, respecto a sus capacidades para incorporar el cuidado en sus matrices de protección social a partir de nuevos pactos sociales.


La última sección de este trabajo, intitulada “Desigualdad, crecimiento, conflictos socioambientales y justicia distributiva en México”, presenta propuestas de análisis y resultados de investigación empírica que se refieren al caso de México, pero son fundamentales para la transformación de la cuestión social, no sólo en este país sino en el conjunto de América Latina.


El capítulo décimo, “‘El que quiere, puede’: mérito e individualismo en las representaciones de justicia distributiva”, escrito por Máximo Jaramillo, muestra las repercusiones del discurso neoliberal meritocrático en las concepciones de justicia social que prevalecen en poblaciones ubicadas en distintos niveles de la estructura social de Ciudad de México y el papel que este discurso tiene en la legitimación de la desigualdad, la reproducción de inequidades y la contención de políticas redistributivas amplias. El trabajo es muy útil para explicar por qué esta concepción de la justicia distributiva limita realmente las alternativas para lograr la integración social de franjas de la población en las que se concentran los riesgos sociales porque sufren situaciones de precariedad laboral, polarización y segregación social y habitacional. El trabajo es de carácter empírico y se basa tanto en el análisis de la Encuesta Nacional de Pobreza de México realizada en 2014, como en información obtenida en entrevistas a profundidad realizadas en diferentes zonas de Ciudad de México.


El undécimo capítulo, “I + D + i: una solución de predistribución para la desigualdad en México”, de Ana Heatley Tejada y Alejandro Martínez Fierros, aborda una temática que es también crucial para la cuestión social contemporánea: el crecimiento incluyente en un contexto de crisis del empleo considerado un factor generador de pobreza y desigualdad a escala global, de América Latina y específicamente de México. La OCDE ha subrayado que dos áreas prioritarias para avanzar en una mayor equidad social y para reanudar el crecimiento económico son precisamente la mejora de la calificación del trabajo y el incremento de su productividad. La articulación entre innovación y reducción de la desigualdad son dos aspectos también abordados por los Objetivos de Desarrollo Sostenible de la ONU. Este trabajo se ubica en ese contexto y aborda este tema en el ámbito de la ciencia y la tecnología en México desde una perspectiva que privilegia no las acciones redistributivas sino un enfoque predistributivo que implica un nuevo “mix del bienestar”, una nueva articulación entre gobierno y sector privado. Los autores consideran que este enfoque no sólo es pertinente para México sino para los países de América Latina que han desarrollado una estructura capaz de articular innovación y desarrollo.


El capítulo duodécimo de Andrés Blancar y Rodrigo Aliphat se titula “El crecimiento de la productividad total de los factores del sector manufacturero como estrategia de combate a la desigualdad en México”. Este trabajo se ubica exactamente en el mismo contexto que el capítulo de Heatley y Martínez: la articulación entre productividad, innovación científico-tecnológica, cambio estructural y reducción de la desigualdad en México. El enfoque del trabajo es económico38 y privilegia el análisis de las desigualdades productivas y geográficas en este país que generan escenarios desiguales en tres ámbitos: el empleo, las remuneraciones y la calificación laboral. El trabajo destaca la importancia de incorporar estrategias de desconcentración geográfica de la estructura productiva mexicana, transferencias tecnológicas del exterior, formación de capital humano e incentivos para la investigación entre empresas dentro de los planes de desarrollo nacional como contrapeso de la concentración del ingreso y para la reducción de las brechas tecnológicas con el exterior que afectan el crecimiento económico del país.


Finalmente, el capítulo décimo tercero, escrito por Darcy Tetreault, intitulado “¿Decrecimiento económico para acabar con la pobreza? Claves de los conflictos socioambientales mexicanos”, analiza las consecuencias de asumir perspectivas sobre el desarrollo centradas en lograr crecimiento económico, sin considerar los límites ecológicos y los conflictos socioambientales que esto genera. Esta temática es fundamental en la agenda del desarrollo sustentable promovida por la ONU, concretamente en los Objetivos de Desarrollo Sostenible. Tetreault analiza acercamientos posdesarrollistas y posestructuralistas que admiten escenarios de decrecimiento y aluden a una transición hacia modos de producción y gobernanza caracterizados por una racionalidad socioecológica y de respeto a la diversidad biocultural, que están orientados a la satisfacción de las necesidades básicas de todo el mundo. El capítulo introduce el derecho a un ambiente sano, el cual es fundamental para el bienestar humano, que no se puede garantizar si se continúa el espiral del extraccionismo y consumo de materiales y energía que, por su naturaleza, el modelo económico capitalista sostiene como demanda creciente. El autor argumenta con fuerza la necesidad de incluir en la cuestión social de nuestro tiempo este tipo de racionalidad que es pertinente en diversas escalas en México y en el conjunto de América Latina.


Como puede apreciarse en este recorrido panorámico por los contenidos del conjunto de trabajos que integran el presente libro, se tratan una diversidad de visiones que se articulan alrededor de los distintos núcleos de la nueva cuestión social y sus intersecciones a escala global, pero principalmente a nivel regional en América Latina y en algunos países que la integran, al tiempo que se reconocen las complejidades de los desafíos y se trazan propuestas para el abordaje de sus dimensiones políticas, ambientales, sociales, culturales y económicas.
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1 En palabras de Castel, citadas en el capítulo 2 de este libro por Boyer: la cuestión social se refiere a “la aporía fundamental en la que una sociedad experimenta el enigma de su cohesión y trata de evitar el riesgo de su fractura…” (Castel, 1995). Boyer es autor del capítulo dos.


2 De acuerdo con Waquant (2012) el neoliberalismo no es un proyecto económico sino eminentemente político, no busca el desmantelamiento del Estado, sino su reorientación, por medio de tres mecanismos: a] políticas sociales disciplinadoras, políticas de workfare, correctivas, que condicionan la asistencia social al cumplimiento de comportamientos específicos; b] políticas penales extensivas encaminadas a controlar el desorden social generado por la difusión de la inseguridad social en la áreas urbanas impactadas por el trabajo flexible, la informalidad, el desempleo, el subempleo; y c] la difusión de la metáfora de la responsabilidad individual como discurso motivacional y cimiento cultural, lo que implica establecer esta responsabilidad como eje del malestar social (Waquant, 2012: 511).


3 Basado en la aceptación del veredicto del mercado para determinar qué deseos o intereses personales son viables y cuáles no.


4 Para Adam Smith, el mercado era el mecanismo fundamental para la abolición de los privilegios de la clase aristocrática y para promover equidad. Smith consideraba que, fuera de un mínimo necesario, la intervención estatal lo único que lograría sería sofocar el proceso igualador de la competencia mercantil y crear monopolios, proteccionismo e ineficiencia (Smith, 1961-1776). Para John Locke, el Estado debía restringirse a proteger a las personas y sus bienes, a ser un guardián del orden público y garante de los derechos y de los bienes de los individuos. Sin embargo, Robert Castel advierte que en la sociedad liberal no sólo privaba la inseguridad civil, que amenazaba a la propiedad privada, sino la inseguridad social compartida por todos aquellos que no eran propietarios, pequeños asalariados, jornaleros, trabajadores manuales y artesanos, etcétera. Esa inseguridad alimentaba la pobreza y disolvía los lazos sociales y condenaba a los trabajadores a vivir al día, sin protección alguna (Castel, 2004: 35-40).


5 Gary Becker probablemente es el pensador más influyente de esta escuela en el ámbito de la política social, porque fue el creador de un concepto medular en la política social neoliberal: el de “capital humano”, que propone valorizar a los seres humanos con la inversión en educación, para que ellos mismos sean capaces de resolver sus necesidades de bienestar aprovechando las oportunidades que brinda el mercado. Becker, siguiendo a Kuznets (1955) –que consideraba que la inversión en capital es el principal mecanismo para generar crecimiento económico y la desigualdad es lo que incentiva dicho crecimiento porque los recursos se concentran en quienes han ahorrado e invertido más– afirma que este tipo de capital se puede acumular como un activo fundamental para que los países logren crecer económicamente.


6 No hay que olvidar que para el liberalismo el bienestar es producto de las capacidades individuales para competir en el mercado. Por ello, las desigualdades sociales se justifican, porque se considera que reflejan diferencias en los méritos, talentos y esfuerzos personales.


7 Thatcher y Reagan fueron aliados que compartían un mismo diagnóstico: el Estado era el problema, no la solución (tenían la convicción de que las economías nacionales no pueden costear políticas sociales amplias porque dañan la competitividad internacional de un país). Por ello, promovieron la misma agenda reformista: bajos impuestos, recortes al gasto social, respeto total a las libres fuerzas del mercado, máxima libertad para el sector privado, restricciones a las actividades del sector público.


8 De acuerdo con Paul Pierson, quien al analizar las políticas de ajuste de Reagan y Thatcher llegó a tres conclusiones: la primera fue que el éxito de los ataques directos a los programas sociales fue en general limitado; la segunda, que el gasto social se mantuvo en los mismos niveles que en el pasado en Estados Unidos y en el Reino Unido, y la tercera, que a pesar del ataque al Welfare State sus componentes principales se mantuvieron intactos (Pierson, 1994: 4-5).


9 Expresión acuñada por Peter Taylor-Gooby (2002) para remarcar que los rendimientos del Estado de bienestar fueron peores que durante la edad de oro (1945-1975), pero siguieron siendo notables y expresaban la legitimidad de dicho Estado, a pesar de enfrentar una situación de austeridad.


10 Capacidad de instituciones y políticas de soportar las presiones para su cambio o desaparición (Moreno, 2012: 215).


11 Cada una implica el reconocimiento de problemas urgentes, como la pérdida de confianza experimentada por millones de personas golpeadas por la recesión y la crisis de las instituciones financieras; los gigantescos déficits fiscales y el crecimiento de la deuda pública que se presentaron después de la turbulencia financiera; y la necesidad de crear nuevas fuentes de crecimiento, que no dañen al medio ambiente (OCDE, 2011).


12 Sólo entre uno y tres ciudadanos de cada diez mantienen la confianza en las instituciones gubernamentales (OCDE, 2013: 12).


13 Con la excepción de Noruega y Dinamarca, la respuesta más común de los ciudadanos protegidos por los sistemas de protección social más comprensivos del mundo, entrevistados en la encuesta denominada Risk That Matter, aplicada por la OCDE en 2018, consideraban en más de 50 % de los casos que no recibían los beneficios públicos que les correspondían (OCDE, 2019: 68).


14 En promedio sólo 7.0 % de la PEA estaba desempleada en 2017 (OCDE, 2019: 88).


15 De acuerdo con la OCDE la brecha entre el ingreso promedio de 10 % más rico y 10 % más pobre de la población fue en promedio de 9.3 veces y en países como México llegó a 20 veces el ingreso promedio de los más pobres (OCDE, 2019: 98).


16 Como se menciona en las notas del cuadro 1, el gasto social no incluye los gastos educativos en las estadísticas de la OCDE, los cuales se contabilizan por separado y el per cápita se estima por alumno.


17 Desde la antigüedad hasta 2010.


18 Piketty y el equipo de investigadores que participaron en su proyecto observaron además del caso de Estados Unidos otros como los de Francia, el Reino Unido, Canadá, Japón, Argentina, España, Portugal, Alemania, India, China, desarrollando una enorme base de datos, sin precedentes en la historia, denominada World Top Incomes Database (Piketty, 2014).


19 Su análisis empírico de los ingresos y ahorros en Estados Unidos, entre 1913 y 1948, le permitió proponer la célebre curva, en forma de U invertida, que lleva su nombre, cuyas variables son el coeficiente de Gini o la desigualdad en el eje y, mientras que en el eje X se encuentra el ingreso per cápita o el desarrollo económico (Kuznets, 1955).


20 O exactamente lo que ocurre en el capitalismo actual: las ganancias, dividendos, rentas y otros ingresos provenientes del capital (r) crecen más rápidamente que la economía (g); en su opinión esto pone en peligro a la democracia y exige una intervención pública para evitar formas arbitrarias e insostenibles de desigualdad (Piketty, 2014).


21 El factor crucial fue la reducción de los ingresos más altos derivados del capital; así, aunque la desigualdad salarial se mantuvo estable la percepción del 1.0 % más alto colapsó de aproximadamente 20 % del ingreso nacional entre 1900 y 1910 a 8.0 o 9.0 % después de la segunda guerra, como producto de políticas fiscales y del Estado de bienestar (Piketty, 2014).


22 Que limita los fines redistributivos del Estado de bienestar.


23 Que puede reducir el empleo en ramas de actividad no competitivas y presiona a los gobiernos a reducir impuestos y costos laborales.


24 Que debilita la posición de los trabajadores no calificados, quienes junto con los jóvenes y las mujeres son los más afectados por el desempleo contemporáneo.


25 Que se ha traducido en la disminución de aportantes/pensionados porque el periodo de aportación se reduce, el de percepción se prolonga y en el alarmante aumento de la población en edad muy avanzada que requiere mucha atención médica y de cuidados.


26 Erradicar la pobreza extrema y el hambre, enseñanza primaria universal, igualdad entre los géneros y autonomía de la mujer, reducir la mortalidad infantil, mejorar la salud materna, combatir el sida, el paludismo y otras enfermedades, garantizar la sostenibilidad del medio ambiente y fomentar una asociación mundial para el desarrollo.


27 Para una discusión de la tensión existente entre dichos objetivos y una visión universalista del desarrollo véase Fisher (2015).


28 Fin de la pobreza, hambre cero, salud y bienestar, educación de calidad, igualdad de género, agua limpia y saneamiento, energía asequible y no contaminante, trabajo decente y crecimiento económico, industria, innovación e infraestructura, reducción de las desigualdades, ciudades y comunidades sostenibles, producción y consumo responsables, acción por el clima, vida submarina, vida de ecosistemas terrestres, paz, justicia e instituciones sólidas, alianza para lograr los objetivos (PNUD, 2019).


29 Relacionados con las transformaciones del mercado laboral, las grandes dificultades que enfrentan las mujeres para conciliar su vida laboral y la familiar y las consecuencias de las reformas sufridas por el Welfare State (Esping-Andersen, 2002).


30 Dicha tentativa, impulsada por la CEPAL y las principales economías de la región, empezó a dar muestras de agotamiento durante los años sesenta, y en muchos países eso se tradujo en el ascenso de gobiernos autoritarios.


31 No sorprende que el PNUD utilizara una metáfora para describir la realidad latinoamericana que surgió durante esa etapa, que ha sido utilizada con frecuencia posteriormente, un triángulo en cuyos vértices se ubican la democracia, la pobreza y la desigualdad (PNUD, 2004: 36).


32 Esas reformas modificaron gradualmente a las instituciones de bienestar y al modelo de política social desarrollado durante el proceso de sustitución de importaciones.


33 En América Latina, los años noventa se distinguen por una gran inestabilidad política: en Argentina los gobiernos de Fernando de la Rúa, Adolfo Rodríguez y Eduardo Duhalde no pudieron finalizar su mandato; en Bolivia tampoco concluyó el gobierno de Hernán Siles Suazo. Lo mismo ocurrió con los gobiernos de Fernando Collor de Melo en Brasil, Abdalá Bucaram en Ecuador, Jorge Serrano en Guatemala, Raúl Cubas en Paraguay, Joaquín Balaguer en República Dominicana y Carlos Andrés Pérez en Venezuela (Sojo, 2011, cuadro II.1:.46).


34 Con algunas excepciones de resistencias conservadoras en países como Colombia, Guatemala, Perú y México (Midaglia, Ordóñez, Valencia, 2018).


35 Para una definición detallada de este concepto véase Pierson (2000) y Pierson y Skocpol (2008).


36 En particular, el debate sobre la naturaleza de los regímenes de bienestar en América Latina ha sido crucial para desarrollar líneas de investigación de carácter comparativo, que abordan temáticas como las trayectorias históricas de distintos países, las coaliciones sociales que respaldan determinados arreglos institucionales en el campo del bienestar, las formas de articulación particulares que existen entre dichas instituciones, las políticas sociales, el cuidado y las responsabilidades familiares y el funcionamiento del mercado, especialmente del mercado laboral. Ese abordaje es medular para evaluar cuáles estrategias económicas y cuáles políticas sociales podrían funcionar, en distintos tipos de contextos nacionales o en situaciones críticas, para reconfigurar los ensambles mencionados, reducir la desigualdad y eliminar la pobreza, particularmente en el momento en el que nos encontramos.


37 Boyer afirma que en nuestra época la cuestión social cambió drásticamente porque la lógica capitalista y financiera prevalece sobre los principios democráticos que permitieron el reconocimiento de los derechos sociales.


38 Emplea un modelo logístico multinomial de resultados tomados en una muestra de 152 mil unidades económicas del sector manufacturero mexicano generados por el Censo Enconómico 2014 para establecer la relación entre los determinantes y el crecimiento de la productividad total de los factores de ese sector en México (INEGI, 2014).
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INTRODUCCIÓN


Durante los últimos tres decenios, en un contexto caracterizado por el tránsito de economías industriales cerradas a economías que buscan insertarse en la economía postindustrial global, los “regímenes de bienestar”1 de América Latina han sufrido dos oleadas sucesivas de reformas que han buscado reorientar tanto a los sistemas de protección social, como a las políticas y los programas sociales, siguiendo paradigmas de bienestar contrapuestos. La primera oleada estuvo centrada en el tema de la pobreza, a partir de una perspectiva neoliberal que llegó a ser hegemónica. La segunda tuvo como eje la reducción de las desigualdades sociales y en ella han predominado visiones cercanas al universalismo, la construcción de derechos y la ciudadanía social.


Sin duda, este conjunto antitético de reformas responde a cambios en las conceptualizaciones teóricas y políticas acerca de las responsabilidades que corresponden a cada uno de los tres principales pilares del bienestar,2 particularmente las que corresponden al Estado, para hacer frente a una nueva constelación de riesgos sociales,3 que afectan de manera desigual a distintos grupos sociales.


Las coyunturas críticas en el ámbito del bienestar social son cruciales en los procesos de transformación de los regímenes de bienestar porque exigen una revisión de las poderosas inercias institucionales acumuladas a lo largo de sus trayectorias históricas, denominadas path dependence.4 Como veremos, para definir las estrategias para enfrentar esas crisis son fundamentales los paradigmas de bienestar, las coaliciones sociales y los arreglos institucionales y de política social que son considerados mecanismos alternativos para superar las crisis (Barba, 2007).


La cuestión social surge precisamente de la constatación por un conjunto de actores de que ese tipo de crisis generan un riesgo de fractura de la cohesión social y también de la convicción de que mediante la aplicación de nuevas ideas y del desarrollo de nuevas políticas e instituciones sociales es posible encontrar alternativas para integrar franjas de la población en las que se concentran los riesgos sociales y que aparecen como potencialmente disruptivas del orden social.


Las reformas a los regímenes de bienestar en América Latina durante los últimos veinte años se han desarrollado en esta clase de escenarios críticos. Para comprender su naturaleza es necesario analizar las transformaciones que experimenta la cuestión social, que son alimentadas por conceptualizaciones teóricas e ideológicas que actúan como poderosos motores que impulsan a coaliciones sociales reformadoras e inspiran nuevas políticas sociales y orientaciones para las instituciones de protección social que buscan modificar algunos de los papeles tradicionales asignados a cada uno de los pilares del bienestar.


En un escenario económico caracterizado en América Latina por el desgaste de las formas de inserción de algunos países en la economía global, el objetivo central de este trabajo es precisamente dar cuenta de las transformaciones experimentadas por la cuestión social durante los dos primeros decenios del siglo XXI. Nos interesa en particular determinar si las reformas universalistas en ámbitos como la salud, los sistemas de pensiones y las transferencias de ingresos lograron trascender la visión social del neoliberalismo y reflexionar, en el contexto de un renovado avance de gobiernos autoritarios o neoliberales en varios países de la región, sobre la posibilidad de que se pueda generar una regresión en la manera de concebir la cuestión social y dar marcha atrás a dichas reformas.


Para ello nos abocaremos a discutir tanto aspectos teóricos como sustantivos. En términos teóricos abordamos primero la conexión entre regímenes de bienestar, riesgos sociales y la cuestión social, después presentamos la perspectiva teórico-metodológica en la que se inscribe este trabajo y al final subrayamos el peso de los debates teóricos en la conformación de la cuestión social. En lo que concierne a los aspectos sustantivos a partir de una perspectiva histórica exponemos algunos casos emblemáticos, los ideales de “buena sociedad” que los caracterizan y las coaliciones sociopolíticas que los impulsaron. A continuación, nos concentramos en el análisis de la cuestión social en América Latina durante la etapa de sustitución de importaciones y más tarde en el contexto de la sociedad postindustrial global, enfatizando dos ciclos de reformas sociales, el primero impulsado siguiendo un paradigma de bienestar liberal y el segundo un paradigma universalista.


1. REGÍMENES DE BIENESTAR, RIESGOS SOCIALES Y LA CUESTIÓN SOCIAL


Para Esping-Andersen (1990) los regímenes de bienestar emergen como producto de la acción de coaliciones sociales; en un contexto de instituciones heredadas, se trata de arreglos cualitativamente distintos entre una triada de pilares del bienestar que incluye al Estado (mediante procesos redistributivos), el mercado (mediante el dinero) y la familia (mediante formas de reciprocidad) para producir y distribuir el bienestar social y moldear la estructura social5 (Esping-Andersen, 1999: 35-36).


Hay varios tipos de regímenes caracterizados por distintos enfoques sobre cómo deben gestionarse los riesgos sociales, articulando la acción de los tres pilares mencionados. En el ámbito del mercado laboral, regulando o desregulando el empleo; en el estatal, promoviendo políticas residuales, universalistas o de seguridad social; y en el de la familia respaldando o desechando la tradición del cuidado a cargo de las mujeres. Esta articulación admite distintas combinatorias y condiciona las decisiones que es posible tomar en el campo del bienestar (Esping-Andersen, 1999: 84).


En las sociedades capitalistas los riesgos sociales son de distinta naturaleza: riesgos de clase, riesgos del curso de la vida y riesgos intergeneracionales. En el primer caso hablamos de riesgos que se distribuyen de manera desigual entre distintos estratos sociales; los estratos de alto riesgo no tienen acceso a seguros privados y sus familias difícilmente son un soporte alternativo porque se encuentran en la misma situación de precariedad, por ello, la política solidaria promovida por el Estado es la mejor alternativa para enfrentarlos. En el segundo caso, los riesgos se concentran fundamentalmente en la familia y descansan en un contrato intergeneracional (los jóvenes se hacen cargo de los viejos a cambio de una transferencia de riqueza). En el tercer caso, los riesgos están ligados al origen social de cada persona, son de carácter hereditario y se pueden conceptualizar como desventajas de capital social que se generan en el ámbito de la familia y se complejizan en el mercado (Esping-Andersen, 1999: 40-43).


Esto significa que riesgos como la pobreza, la indigencia, la enfermedad, la discapacidad, el desempleo, la muerte, etcétera, pueden ser internalizados por la familia mediante formas de reciprocidad intergeneracional o comprando servicios en el mercado, y que con frecuencia no son suficientes para absorberlos, por lo que se hace indispensable la intervención del Estado para “desfamiliarizar”6 o “desmercantilizar”7 los riesgos (Esping-Andersen, 1999: 37-40).


Sin embargo, se puede enfrentar una estructura de riesgos apelando a distintos modelos de solidaridad. El enfoque residual típico de los regímenes de bienestar liberales se focaliza sólo en apoyar a los estratos de malos riesgos y divide a la sociedad en “nosotros” y “ellos”.8 El enfoque que caracteriza a los regímenes de bienestar conservadores agrupa los riesgos por estratos sociales que comparten el mismo perfil ocupacional9 y descansa en la asignación de un máximo de obligaciones de cuidado a las mujeres en el ámbito familiar. El enfoque universalista que distingue a los regímenes de bienestar socialdemócratas integra todos los riesgos individuales, “buenos o malos”, bajo un mismo paraguas fundado en una solidaridad colectiva (Esping-Andersen, 1999: 40-41 y 45).


Estas perspectivas dan lugar a visiones contrastantes sobre la igualdad de oportunidades y de condiciones. La visión minimalista enfatiza la inversión en capital humano (educación y salud básicas) y focaliza su acción en los grupos más pobres. Una perspectiva conservadora enfatiza la solidaridad gremial y las redes de apoyo familiar y las respalda con sistemas de seguridad social organizados por estratos ocupacionales y basados en el modelo del hombre proveedor.


Finalmente, un enfoque universalista asume que las desventajas sociales tienen múltiples orígenes (clase, etnia, género, edad) y por ello considera necesario garantizar que todos cuenten con las mismas condiciones para desarrollar sus potencialidades (Esping-Andersen, 1999: 43).


La manera como los regímenes de bienestar hacen frente a los riesgos sociales está mediada por la cuestión social, ésta se refiere a un ensamble de conceptualizaciones teóricas y técnicas, discursos sociopolíticos y socioeconómicos e imaginarios que se articulan alrededor de la definición de los riesgos sociales que se considera necesario enfrentar y de las estrategias y políticas que se conciben como socialmente pertinentes. Así, la cuestión social constituye un horizonte simbólico que influye en las concepciones y prácticas de los actores sociales interesados en el bienestar social. De manera sobresaliente, dicho horizonte es significativo en la selección de los problemas que la política social considera prioritarios, así como de los mecanismos que se juzgan pertinentes para superarlos. Por esta razón, la cuestión social influye en los objetivos y alcances de dicha política (Barba, 2010: 25).


2. LA NUEVA ECONOMÍA POLÍTICA DEL BIENESTAR


Toca ahora dilucidar cómo conceptualizar al bienestar social en contextos particulares. Para ello, a partir de los trabajos de autores como Esping-Andersen (1990) y Gough (2006), utilizaremos una perspectiva que se ha desarrollado en el contexto de una nueva economía política, que subraya la variabilidad histórica e institucional y la diversidad de actores que participan en la configuración del bienestar.


Se trata de un enfoque de carácter comparativo, sociológico e histórico que propone analizar sistemas socioeconómicos distintos, en estapas y contextos diferentes. La teoría de los regímenes de bienestar se inscribe en esta nueva economía política y explica la producción y distribución del bienestar social a partir de un análisis comparativo de la manera como el Estado, el mercado, la familia y otras instancias sociales se articulan para hacer frente a una estructura particular de riesgos sociales en las sociedades capitalistas (Esping-Andersen, 1999: 35-36; Gough, 2006: 22-28).


En términos analíticos, la gran ventaja de estas perspectivas comparativas es que no asumen la existencia de una forma única o canónica de concebir al bienestar social. En lugar de ello, comparan diferentes ensambles sociales que cristalizan en regímenes de bienestar, configurados y respaldados por coaliciones sociopolíticas que se oponen a otros conjuntos de actores sociales, quienes defienden distintos paradigmas de bienestar10 (Esping-Andersen, 1990, 1999).


Alrededor de los regímenes de bienestar se articulan ideas, actores y prácticas sociales y sus trayectorias se enmarcan en una tensión dialéctica entre inercias institucionales de carácter histórico y coyunturas críticas. Durante esas coyunturas las ideas, las instituciones y las políticas que servían para articular el bienestar se tornan ineficaces para hacerle frente a una nueva estructura de riesgos11 (Esping-Andersen, 2002: 2-3). Las crisis exigen modificaciones de distinta envergadura que dependen del grado de inadecuación que pueda detectarse12 y de una intensa competencia ideológica acerca de lo que se considera una “buena sociedad”13 (Esping-Andersen, 2002: 2).


El punto fundamental en este proceso es que, cuando se producen coyunturas críticas que influyen en la redefinición del bienestar social, las respuestas no son unívocas porque se abre un periodo en el cual los conflictos conceptuales son fundamentales y los cambios de ruta dependen de nuevos paradigmas, nuevas articulaciones institucionales y de política social, orientadas hacia nuevos propósitos. Los resultados de estos conflictos y del conjunto de percepciones y soluciones adoptados constituyen algunos de los elementos básicos de la “cuestión social” que influyen en los tipos de salidas a la crisis y en la ubicación posterior de los grupos y segmentos de la población en la estructura social.
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Pais 2007 2010 2013 2016 PromEDIO”  2016-2007
Francia 281 310 319 320 307 39
Bélgice 249 283 292 292 279 43
Dinamarce 250 286 288 287 278 38
Finlandia 228 273 294 298 273 70
Austria 251 276 275 278 270 28
ltelia 201 271 282 283 269 42
Suecia 255 263 272 264 263 09
Alemania 241 259 247 251 249 10
Grecia 204 249 251 257 240 53
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eals 2007 2010 2013 2016 PromEDIO”  2016-2007

Portugal 217 245 256 237 239 19
Espaia 208 247 256 243 238 35
Noruega 196 220 219 257 223 61
Eslovenia 197 234 238 222 223 24
Luxemburgo 202 231 231 222 222 20
Hungria 224 230 223 208 221 -16
ReinoUnido 188 224 225 212 212 24
Polonia 194 206 205 212 204 18
Jepén 177 213 22 — 204 44
ocpE-Total 17.7 206 204 205 19.8 28
Irlenda 168 246 222 149 19.6 18
Repiblica 175 197 209 191 19.3 16
Checa

Nueva 183 204 195 189 19.3 07
Zelanda

Estados 159 194 188 189 182 30
Unidos

Paises Bajos 166 178 185 175 17.6 09
Repiblica 153 180 180 178 17.3 25
Eslovaca

Canads 162 175 168 174 17.0 12
Australie 159 166 176 178 17.0 19
Lituania 148 194 155 160 164 12
Estonia 126 183 158 183 16.3 58
Ielandia 146 169 162 151 15.7 05
Letonie 1.1 195 155 161 156 50
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lerael 146 154 155 155 153 09
iz 141 151 154 159 15.1 18
Turquia 109 123 118 125 119 16
Chile 84 104 100 110 10.0 26
Corea del 71 82 93 105 88 34
México 63 7 76 75 72 13

*Promedio del gasto social con datos disponibles por pais.
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